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Colombia, liderazgos políticos en un con-
texto de violencia. César Gaviria Trujillo . 1
Javier Duque Daza 
Introducción 
En las últimas décadas, se ha puesto de manifiesto el nuevo interés por el análisis del 
liderazgo en los procesos políticos y ha adquirido importancia su estudio, que tra-
sciende los enfoques estructuralistas y los que enfatizan solo la personalidad y so-
brevaloraban el papel de los personajes en la política. Se trata de enfoques que ubican el 
liderazgo en su época y en sus contextos, destacan su emergencia, sus modos de actuar 
y reconocen la importancia del individuo en la política, sus atributos, sus percepciones 
y sus capacidades individuales. En esta perspectiva, el presente artículo analiza el caso 
del expresidente colombiano César Gaviria Trujillo; para hacerlo, se asumen tres coor-
denadas analíticas a través de las cuales se da cuenta del origen y desarrollo de sus es-
trategias, modos de actuar y concepciones de sociedad. 
La primera coordenada asume que todo liderazgo se presenta en un contexto 
socio-político y expresa un sentido de época (Bass, 1985 y 1990; Blondel, 1987; Natera, 
2002; Northouse , 2004). Para el análisis, son fundamentales las características especí-
ficas del contexto en el cual se desenvuelve el líder, las formas en que se presenta en el 
origen, desarrollo y consolidación de su liderazgo y la manera en que interactúa con su 
ámbito de dominio. Aunque hay otros enfoques que optan por analizar exclusivamente 
las características subjetivas de los líderes y su personalidad, centrados en lo cognitivo 
conductual (Delgado, 2004; Natera, 2002; Vanaclocha, 1997), se considera relevante re-
construir el contexto histórico, los actores políticos más importantes y las dinámicas 
específicas del poder político en que emerge y se proyecta el líder, para poder compren-
der cómo surge y cómo inciden estas en sus características, en su proyección y en sus 
modos de actuar. 
La segunda coordenada enfatiza la existencia de ciertos rasgos y atributos que, 
por su escasa frecuencia y/o su intensidad inusual, permiten diferenciar a los líderes 
políticos del conjunto de miembros de la clase política, es decir, identificar a los líderes y 
a quienes no lo son (Kirkpatrick y Locke, 1991; Natera, 2002). 
La tercera coordenada apunta a señalar que los líderes generan ciertos impactos en la 
 El presente artículo es producto parcial del actual proyecto de investigación “Crisis presidenciales sin quiebres democráticos” 1
adelantado con el apoyo financiero e institucional de la Universidad del Valle, convocatoria 2017. 
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población, de acuerdo con las estrategias im-
plementadas y los estilos de ejercicio del lid-
erazgo. De hecho, los líderes actúan en con-
sonancia con las expectativas de la población 
y expresan, en muchos casos de forma antic-
ipada y de manera estratégica, acciones con-
gruentes con lo que se espera de ellos; tam-
bién, cuando es el caso, modifican sus con-
ductas y discursos para amoldarlos a una 
situación política determinada. Su propósito 
central es obtener apoyo, generar y mantener 
aceptación y agregar electorados que permi-
tan el acceso o mantenimiento en el poder 
político. En la medida en que el líder genera 
impactos especiales, se establece una influ-
encia inusual, que expresa su capacidad para 
hacer que la gente se comporte de forma 
diferente a como actuaría sin su presencia 
(Burns, 1978; Curtice y Holmberg, 2005; Mc-
Farland, 1969; Miller y Shanks, 1982). Por 
esto, de forma taxativa, se ha llegado a afir-
mar que es inimaginable la política sin líderes 
(Farrell y Webb, 2000). 
A partir de estos ejes, se aborda el 
caso de César Gaviria Trujillo, presidente co-
lombiano durante el periodo 1990-1994. Se 
hace énfasis en la forma en que su estudio 
permite aproximarse a la comprensión de la 
política colombiana en las tres últimas déca-
das. Se argumenta que este análisis permite 
ilustrar cinco aspectos básicos de la política 
colombiana: (1) las transformaciones de la 
política partidista colombiana desde finales 
de la década de 1970, específicamente, en lo 
que respecta al tránsito de los liderazgos en 
las estructuras partidistas; estas pasan, de 
tener una dirigencia dividida en los dos parti-
dos dominantes (Liberal y Conservador) y re-
ducida a un pequeño círculo de líderes nacio-
nales instalados en Bogotá -de donde proce-
dían la mayoría de los candidatos presiden-
ciales-, a ser partidos más fragmentados y 
más abiertos, con presencia de nuevos lide-
razgos procedentes de sectores sociales emer-
gentes y, en algunos casos, originarios de re-
giones diferentes a la capital, que lograron 
insertarse de forma exitosa en la política na-
cional. (2) La presencia de un nuevo líder con 
quien predomina el alto personalismo en la 
política colombiana en un sistema presiden-
cial con partidos débilmente organizados y 
que funcionan con base en el clientelismo, en 
un contexto caracterizado por el conflicto so-
cial y político y por la presencia de actores 
armados ilegales. (3) El éxito de un nuevo li-
derazgo, sus estrategias de acción y su rela-
ción con otras esferas de poder, en circuns-
tancias sociales y económicas críticas. (4) Las 
relaciones de César Gaviria Trujillo con otros 
actores políticos y sociales y la forma en que 
incidieron en su ascenso al poder y su ejerci-
cio gubernamental. (5) La concepción de la 
sociedad, la forma de gobernar y el estilo de 
conducción política, propios de un líder neo-
liberal modernizante, con un estilo negocia-
dor, pragmático y exitoso. 
El periodo analizado abarca los 
inicios de su carrera política, su proyección a 
nivel nacional y el acceso a los círculos del 
poder político y corresponde con las décadas 
que siguieron al Frente Nacional (1974-1990)  2
y a l a h i s to r i a inmed ia t a de l pa í s 
(1990-2017). Un periodo de convulsión social, 
de múltiples violencias y del auge del narco-
tráfico en una sociedad con un Estado débil y 
parcialmente capturado por la delincuencia. 
1. Política tradicional, clientelismo y 
líderes en ascenso 
César Gaviria Trujillo es un político colom-
biano de provincia. Empezó su carrera en el 
Partido Liberal, hizo parte de una facción lo-
cal del departamento de Risaralda, cuando el 
líder de la facción, el cacique político Camilo 
Mejía Duque, lo apadrinó; después, creó su 
propia facción en medio del predominio de la 
política clientelista proclive a la frag-
mentación. Más tarde, Gaviria logró proyec-
tarse con éxito en la política nacional, por lo 
que representa un caso de liderazgo que 
 El Frente Nacional (1958-1974) fue un régimen de coalición o de pacto de élites entre los partidos Liberal y Conservador para enfren2 -
tar la violencia partidista de la época y para evitar que el general Gustavo Rojas Pinilla continuara en el poder.
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asciende socialmente a través de la política y 
de la competencia en uno de los partidos 
tradicionales del país. 
Hasta comienzos de la década de 
1990, el bipartidismo se caracterizó por un 
doble nivel de división. En el nivel nacional, 
había fracciones encabezadas por los jefes 
naturales que articulaban redes de apoyos 
políticos y económicos, que tenían una gran 
influencia en la política del país, así como un 
alto estatus social y económico, y que aspira-
ban ser elegidos o reelegidos presidentes. Las 
fracciones recibían el nombre de su líder na-
cional. Así, en el Partido Liberal, estaban Al-
fonso López Michelsen (lopismo), Julio César 
Turbay Ayala (turbayismo) y Carlos Lleras 
Restrepo (llerismo); de esta fracción, surgiría 
a comienzos de la década de 1980 el Nuevo 
Liberalismo, dirigido por Luis Carlos Galán 
(galanismo). En el Partido Conservador, las 
dos fracciones dominantes eran lideradas por 
Álvaro Gómez Hurtado (alvarismo) y Misael 
Pastrana Borrero (pastranismo). Un tercer 
sector flotaba articulado en torno a Belisario 
Betancur, pero sin la continuidad, el poder y 
la influencia de los otros dos. 
En el nivel regional, las facciones es-
taban encabezadas por caciques, políticos con 
capital electoral, posicionamiento y poder que 
competían entre sí y con otras facciones del 
partido rival. Las fracciones y las facciones 
contaban con sus propias organizaciones y se 
disputaban el acceso al poder, la burocracia y 
el reparto de recursos de patronazgo proce-
dentes del Estado. Los partidos constituían 
agrupaciones o federaciones de jefes políticos, 
con una débil organización nacional y con 
liderazgos que se iban construyendo por ini-
ciativas, cualidades y habilidades personales, 
en muchos casos a la sombra de padrinos 
políticos (Duque, 2011). Eran partidos dividi-
dos y el sistema era un “bipartidismo de fa-
chada”, como lo denominó Sartori (1992), 
cuando lo comparó con el sistema vigente en 
Uruguay: había dos partidos que servían de 
“paraguas” que cobijaban a múltiples grupos 
y movimientos políticos, con diversos niveles 
de complejidad, autónomos, con variaciones 
en su duración y continuidad y basados en 
un fuerte personalismo. 
Los inicios de la carrera política de 
César Gaviria se ubican en este contexto de bi-
partidismo con fracciones y facciones . A los 23 3
años fue elegido concejal municipal de Pereira, 
capital del departamento de Risaralda, en 
1970, el cargo de elección popular de menor 
alcance en la política en Colombia y la base de 
la pirámide del poder en una pequeña ciudad. 
Aunque provenía de una familia de clase media-
alta, Gaviria no hacía parte de la élite social y 
política del país. Tampoco era cabeza de una de 
las principales fracciones en que estaba dividi-
do el Partido Liberal históricamente. Era él un 
político que comenzaba desde abajo. 
La dinámica político-partidista de 
este departamento en estas décadas permite 
ilustrar lo que sucedía en gran parte del país. 
Risaralda fue creado como departamento en 
1966 y la política local fue dominada inicial-
mente por el cacique político Camilo Mejía 
Duque, congresista desde la década de 1940, 
cuando este departamento hacía parte de 
Caldas, y senador del nuevo departamento 
desde 1966 hasta 1977, año de su muerte. 
Mientras vivió el cacique, el liberalismo se 
mantuvo unificado bajo su mando, operaba 
 También se tomaron dos conceptos de Sartori respecto a las subunidades partidistas. Las fracciones son unidades o divisiones na3 -
cionales que tienen cierto nivel de organización, estabilidad e identidad respecto a un jefe nacional. Las facciones son subunidades del 
nivel territorial o subnacional, tienen una estructura débil, pueden ser más coyunturales, aunque también de mayor pervivencia en el 
tiempo, están lideradas por uno o dos líderes locales, algunas veces verdaderos caciques regionales que dirigen grupos clientelistas y 
de reparto de incentivos selectivos. Pocos líderes de facciones logran convertirse en líderes de fracciones (Sartori, 1982). Respecto a la 
especificidad de las facciones, Zariski (1960) señala que son cualquier combinación, dentro del partido, de camarillas o grupos cuyos 
miembros comparten un sentimiento de identidad común y un propósito común, que se encuentran organizados para actuar de mane-
ra colectiva y lograr sus objetivos. Entre sus objetivos, pueden contarse algunos de los siguientes: (1) clientelismo (control del partido y 
del gobierno), (2) cumplimiento de intereses locales, regionales o de grupo, (3) promoción de un conjunto de valores que los miembros 
comparten, (4) influencia sobre la estrategia de partido y (5) políticas de gobierno. Estas perspectivas centran su análisis en las divisio-
nes internas en los partidos y se encuentran también en Belloni & Beller (1978) y Boucek (2005). En Colombia, esta distinción ha sido 
utilizada en algunos análisis partidistas, como los de Pizarro (2000) y Gutiérrez (2007).
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como un gran barón electoral que aglutinaba 
a políticos avezados y a otros principiantes, 
todos articulados en una red ampliada de 
clientela. Esta estructura se empezó a fractu-
rar a comienzos de la década de 1970 cuando 
surgió una nueva facción desde su interior 
dirigida por Óscar Vélez Marulanda, en com-
petencia con Mejía Duque. El nuevo grupo, 
denominado Bloque Cívico, logró un escaño 
en el Senado y otro en la Cámara de Repre-
sentantes en 1974, su jefe fue elegido senador 
y se mantuvo en el Congreso hasta 1990. De 
esta facción hizo parte César Gaviria, quien 
fue designado alcalde municipal (1975/76), 
luego ascendió y fue elegido como primer ren-
glón a Cámara de Representantes por tres 
periodos consecutivos (1978/82, 1982/86 y 
1986/1990). En 1988 Gaviria se separó del 
Bloque Cívico por una disputa por la candida-
tura a la alcaldía de Pereira, en que se elegían 
alcaldes populares por primera vez, y creó su 
propia facción. No había terceros partidos, 
pero Liberales y Conservadores se mantenían 
en una incesante lógica de faccionalismo y de 
competencia personalista. Cuando un nuevo 
dirigente quería proyectarse y tenía ambición 
progresiva debía buscar una salida de su fac-
ción y crear su propio grupo o debía esperar a 
que se diera una sucesión “natural” con la 
muerte o el retiro del jefe. Gaviria no esperó. 
Entre 1970-1986 su carrera política se 
movió fundamentalmente en lo regional. Era un 
político joven egresado de la carrera de Econo-
mía de una universidad de élite de Bogotá (la 
Universidad de los Andes) y procedente de una 
familia de empresarios cafeteros que luego se 
hizo socia de un diario regional de mucha in-
fluencia en su departamento, el diario La Tarde 
(Santamaría, 1998; Dinero, 2012). En lo nacio-
nal estableció vínculos inicialmente con la frac-
ción del llerismo y luego se incorporó a la frac-
ción del turbayismo, la de mayor poder político 
y burocrático del país, a la que pertenecía la 
mayoría de caciques o barones electorales libe-
rales y que se identificaba por ser una articula-
ción clientelista de jefes políticos regionales en 
torno al jefe natural, Julio César Turbay Ayala 
(Arango, 2015; Duque, 2011). 
En la trayectoria política de César 
Gaviria, 1986 fue un año clave, pues repre-
sentó el momento de quiebre de su inserción 
en la política nacional al incorporarse al 
círculo de apoyo político de Virgilio Barco, 
quien había sido designado candidato presi-
dencial y quien lo nombró gerente de la cam-
paña y director adjunto del Partido Liberal. 
Barco ganó las elecciones por un amplio mar-
gen (58.3 % de los votos) frente al jefe del Par-
tido Conservador Álvaro Gómez Hurtado 
(35.8 % de los votos) y un candidato del nue-
vo partido de izquierda Unión Patriótica, Jai-
me Pardo Leal (4.5 % de los votos). Gaviria se 
benefició del gran triunfo liberal: fue nombra-
do ministro de Hacienda (1986-1987) y, luego, 
ministro de Gobierno (1987-1989), los dos 
cargos más importantes del gabinete presi-
dencial. El Ministerio de Gobierno le permitió 
estar en contacto directo con todos los baro-
nes electorales, la clase política del país y el 
Congreso, y jugar un papel central en la in-
termediación y en las negociaciones con los 
partidos y las diversas fracciones y facciones 
políticas, que eran la base electoral del parti-
do y que demandaban incentivos al gobierno. 
Durante este gobierno se popularizó en la 
prensa la expresión de Sanedrín para referirse 
al círculo más cercano al presidente, confor-
mado por asesores y dirigentes que tenían 
una fuerte influencia en las decisiones del 
primer mandatario, para entonces muy en-
fermo. Dentro de este círculo presidencial, 
Gaviria fue ganando protagonismo junto con 
otros personajes de la vida política del país, 
una combinación de tecnócratas y de políti-
cos regionales poderosos con expectativas de 
ascenso (Semana, 1986;1986) . 4
 De este pequeño círculo hacían parte Fernando Cepeda (ministro de Gobierno entre 1986-1987, de Comunicaciones entre 4
1987-1988 y también ministro de Gobierno en el periodo de César Gaviria, entre 1987-1989) y Mario Latorre (asesor político). Ambos 
eran profesores de la Universidad de Los Andes. Gustavo Vasco (secretario general de la Presidencia y el de mayor influencia en las 
decisiones de Barco), Rafael Rivas, Juan José Turbay, César Gaviria, Eduardo Mestre y el Contralor General de la Nación, Rodolfo 
González. Los dos últimos serían condenados a mediados de la década de 1990 por sus nexos con el cartel de Cali y por el delito de 
enriquecimiento ilícito. (Véase Semana, 1986; 1989).
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Gaviria había ascendido de lo local a 
lo nacional muy joven y en poco tiempo. La 
política partidista en el país era la expresión 
de una articulación entre las maquinarias 
políticas departamentales, de carácter clien-
telista y con crecientes tendencias de frag-
mentación, y la organización nacional de los 
partidos, en donde cada liderazgo se iba cons-
truyendo por iniciativas individuales en la 
brega electoral e, impulsado por padrinos po-
líticos, luego se independizaba y creaba su 
propia facción. Esta dinámica de partidos, 
fracciones y políticos se fue haciendo más 
flexible y fue creando ventanas de oportuni-
dades para políticos ambiciosos que aspira-
ban ascender . Adicionalmente, liberales y 5
conservadores competían por el poder en un 
perdurable duopolio, vigente desde el siglo 
XIX y difícil de romper. No había terceros par-
tidos con capacidad para desplazarlos de sus 
lugares de preminencia y con las condiciones 
suficientes para movilizar electores diferentes 
a los integrados en las redes de clientela o 
que mantenían lazos de identidad partidista 
con los partidos tradicionales. Solo hubo 
eventuales organizaciones pequeñas de iz-
quierda, marginales electoralmente, entre es-
tas la Unión Patriótica, partido creado en 
1985, en la coyuntura de las negociaciones de 
paz entre el gobierno de Belisario Betancur 
(1982-1986) y la guerrilla de las Fuerzas Ar-
madas Revolucionarias (FARC). 
2. Presidente en una coyuntura crítica 
En la trayectoria política de Gaviria los años 
1989-1990 fueron muy importantes. Colom-
bia pasaba por uno de sus peores momentos 
de violencia y de incapacidad de regulación 
social por parte del Estado, lo cual hizo que 
fuera calificado como un “Estado fallido” o, en 
el mejor de los casos, como un “colapso par-
cial del Estado”, o un “Estado al borde de un 
colapso institucional” (Bejarano & Pizarro, 
1994). Como señaló Mainwaring (2007), 
Colombia se caracterizaba entonces por ser 
una sociedad con deficiencias estatales, en 
las cuales el Estado no cumplía algunas de 
sus funciones básicas de gobierno, de justicia 
y de seguridad. Este planteamiento, en gen-
eral, ha dado origen a las diversas adjetiva-
ciones de la democracia colombiana en tér-
minos negativos, expresadas unas en la pres-
encia diferenciada del Estado, con diversas 
violencias territorializadas y dinámicas vari-
adas en las que el monopolio del uso de la 
fuerza nunca se había logrado; otras, en las 
que el poder era compartido con otros actores 
armados y otras, en las que el Estado pre-
sentaba una mayor consolidación (González, 
2003). Pero no solo en la existencia de diver-
sas formas de violencia se manifiestan las 
deficiencias estatales; en este periodo, el Es-
tado también era incapaz de garantizar dere-
chos y libertades civiles y políticas, así como 
el adecuado funcionamiento de los procesos 
democráticos. Esta incapacidad se debía a 
sus deficiencias estructurales o a la 
cooptación parcial de la cual era objeto por 
parte de poderes y actores ilegales. Asimismo, 
existían altos niveles de corrupción y la justi-
cia se caracterizaba por la impunidad y por 
sus limitaciones en la regulación de los con-
flictos. Era, en términos de Mann (1986), un 
Estado con débil poder infraestructural, inca-
paz de penetrar en la sociedad e implementar 
decisiones políticas en todo el territorio. 
A este Estado precario diversos acto-
res armados le disputaban el monopolio del 
uso legítimo de la fuerza: el narcotráfico con-
taba con carteles o macro-organizaciones con 
gran influencia en la vida social, económica y 
política del país y las organizaciones crimina-
les que surgieron desde finales de la década 
de 1970 se fueron complejizando y sofistican-
do. Desde comienzos de la década de 1980 
fueron bautizadas por las autoridades de Es-
tados Unidos como “carteles”, denominación 
confusa y equívoca que se generalizó por el 
 No es este el espacio para profundizar sobre las relaciones clientelistas en Colombia. Existe al respecto una amplia bibliografía, entre 5
la que se encuentran Dávila y Delgado (2002); Díaz, 1986; Duarte, 1994; Duque, 2011; Escobar, 2002; González, 1997; Leal y Dávila, 
1991; Rubio 2003.
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uso de los medios de comunicación . A co6 -
mienzos de la década de 1980, el panorama 
del narcotráfico incluía alrededor de diez Or-
ganizaciones de Tráfico de Drogas (ODT), 
como las denomina Kenney (2000), entre 
ellas: las de Medellín (Pablo Escobar, Gonzalo 
Rodríguez Gacha y los hermanos Jorge Luis, 
Juan David y Fabio Ochoa Vásquez), las de 
Cali (José Santacruz Londoño, Helmer Herre-
ra, Phanor Arizabaleta, Víctor Patiño Fóme-
que y los hermanos Gilberto y Miguel Rodrí-
guez Orejuela), las del norte del Valle (los 
hermanos Henao, Iván Urdinola Grajales, 
Juan Carlos Ramírez Abadía), las de Armenia 
- Pereira (Carlos Lehder Rivas), las de la Cos-
ta Caribe (Jesús Mejía Romero, los hermanos 
Lucas y Jorge Darío Gómez Van Grieken, José 
Rafael Abello Silva, Miguel Pinedo Barros) y 
las de Leticia (Camilo y Wilson Rivera). Los 
narcotraficantes colombianos se insertaron 
de forma exitosa en el mercado transnacional 
de estupefacientes: se encargaban de traer la 
materia prima (pasta de coca) desde Perú y 
Bolivia, procesarla (convertirla en clorhidrato 
de cocaína) en laboratorios clandestinos en 
Colombia, y transportarla a través del Caribe, 
de Centroamérica y de México, hasta Estados 
Unidos y Europa. Una vez en las ciudades 
europeas y estadounidenses, participaban 
también en la distribución y venta al por me-
nor, cuyas ganancias debían ingresar a la 
economía a través del “lavado” o “blanqueo” 
de las utilidades. 
Durante los años ochenta, las orga-
nizaciones más grandes y consolidadas te-
nían su base en Medellín y Cali, inundaron 
de cocaína el mercado de los Estados Unidos 
y obtuvieron billones de dólares en ganancias 
ilícitas. Una parte de los inmensos recursos 
nutrieron la economía formal, otra se mantu-
vo en la economía subterránea. Poderosos 
económicamente, los capos se involucraron 
en política en búsqueda de condiciones favo-
rables para sus actividades y de revestimiento 
y protección para ellos, sus socios y sus alle-
gados. Hubo una serie de factores que coad-
yuvaron a la politización de las mafias y de 
los capos, tales como su papel central en el 
combate a las guerrillas y su acción contrain-
surgente en asocio de agentes estatales y 
propietarios de tierras. Esto les otorgó el con-
trol sobre grandes territorios, donde suplan-
taron o rebasaron el poder estatal, civil y mili-
tar, incluso de los caciques políticos domi-
nantes. Asimismo, en muchas regiones del 
país establecieron alianzas con la clase políti-
ca y los partidos tradicionales y acuerdos de 
gobernabilidad, de apropiación de los recur-
sos y de manejo de los gobiernos locales 
(Thoumi, 2000). El “cartel” de Medellín optó 
por enfrentar al Estado, a través del terroris-
mo y los asesinatos selectivos como medio de 
presión para que se evitara restaurar la ex-
tradición de ciudadanos colombianos a los 
Estados Unidos y para responder a las de-
nuncias de algunos sectores políticos, como el 
Nuevo Liberalismo y algunos medios impresos 
como El Espectador. Por el contrario, el “car-
tel” de Cali influenció en las autoridades, la 
policía, los políticos locales y algunos nacio-
nales; a la vez, incursionó en la economía le-
gal con numerosas inversiones y la creación 
de empresas, buscando legitimarse. No recu-
rrió a la violencia como medio de presión al 
Estado y a los gobernantes y legisladores. 
El conflicto armado interno era in-
tenso por la presencia de varios grupos gue-
rrilleros, de los cuales los más numerosos y 
activos eran las Fuerzas Armadas Revolucio-
narias (FARC) y el Ejército de Liberación Na-
cional (ELN). El proceso de expansión de las 
organizaciones armadas ilegales se reflejó en 
la presencia territorial. Las FARC pasaron de 
tener presencia en 61 municipios, en 1985, a 
216 localidades, en 1994; aunque su presen-
cia conllevaba uso de violencia y coacción, 
 El concepto de cartel implica la existencia de organizaciones concertadas, altamente centralizadas, que manejan el mercado con 6
carácter casi monopólico. Por el contrario, “muchos de los “miembros” de estas empresas delictivas puede que no se reconozcan 
explícitamente a sí mismos como pertenecientes a “tal y tal” organización. Por el contrario, estos miembros puede que se vean a sí 
mismos como parte de un grupo informal de traquetos o duros que se juntan de vez en cuando para tomar parte en actividades delic-
tivas relacionadas con el tráfico de narcóticos” (Kenney, 2000).
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también desarrollaron bases sociales en zo-
nas de colonización reciente, entre campesi-
nos y habitantes de enclaves mineros, en zo-
nas bananeras y de palmicultura, así como 
en zonas cocaleras, de las que empezaron a 
extraer recursos para financiar su creciente 
ejército, adicionales a los procedentes de la 
extorsión y el secuestro a ganaderos y empre-
sarios. Por su parte, el ELN pasó de 3 a 32 
frentes entre 1982 y 1996 y de tener presen-
cia en 34 municipios en 1985 a 113 en 1994. 
Mientras tanto, los grupos paramili-
tares se venían fortaleciendo desde los inicios 
en la década de 1980, mediante sus relacio-
nes con ganaderos, empresarios, terratenien-
tes y sectores de las fuerzas militares, de las 
que eran aliados en la lucha antisubversiva. 
Estos actuaban como un parásito que extor-
siona mientras cuenta con la tolerancia de las 
autoridades. Recurrían también al narcotráfi-
co, en lo que parcialmente eran adversarios 
del Estado; sin embargo, ante la debilidad del 
Estado, se fortaleció cada vez más en este ne-
gocio ilícito y terminó financiándose de él 
(Gutiérrez y Barón, 2006). Actuaban desarti-
culados y estaban en plena expansión en la 
Costa Atlántica, especialmente, y en el noro-
riente del país, de tal forma que en 1994 ya 
actuaban en 45 municipios (Granada, Sán-
chez y Restrepo, 2009). 
En 1989 se había desmovilizado el 
grupo guerrillero M-19 y convertido en el par-
tido Alianza Democrática M-19. También se 
desmovilizó, en 1991, el pequeño movimiento 
pro indígena Quintín Lame y la mayoría del 
Ejército Popular de Liberación, EPL; en 1994, 
la Corriente de Renovación Socialista, disi-
dencia del ELN. En este contexto, hubo una 
confluencia de factores que condujeron a Ga-
viria a la Presidencia de la República, una 
verdadera coyuntura crítica , la violencia. Co7 -
lombia figuraba en todos los reportes interna-
cionales como el país con mayor índice de 
homicidios, de secuestros, masacres y viola-
ción de derechos humanos; un país ensan-
grentado que, en el quinquenio 1989-1994, 
presentó las más altas tasas de homicidio en 
la historia del país y las más altas del mun-
do . Por una parte, la violencia era el resulta8 -
do de la acción de las mafias del narcotráfico, 
especialmente del cartel de Medellín, que es-
taba enfrentado al Estado y le había declara-
do la guerra desde el gobierno de Belisario 
Betancur (1982-1986), después del asesinato 
del ministro de Justicia Jaime Lara Bonilla 
(1984). Por otra parte, era el resultado de las 
guerrillas, de la delincuencia doméstica y de 
los grupos paramilitares que se multiplicaban 
por todo el país. El Estado era incapaz de 
combatir con eficiencia a los grupos armados 
ilegales; algunos de estos, incluso, tenían so-
cios en el propio Estado y en las fuerzas mili-
tares. Era impotente en el manejo del orden 
público, no podía garantizar las libertades 
básicas ni la convivencia; no podía aplicar 
justicia (había una alta impunidad, conges-
tión, falta de recursos, coacción y violencia 
contra los jueces) ni regular su propio funcio-
namiento, por ineficiencia y corrupción. A la 
vez, un sector de la clase política se aliaba 
con el narcotráfico y se valía de este para su 
ascenso e inserción en el Congreso de la Re-
 Según Collier y Collier (1991), una coyuntura crítica constituye un momento en el tiempo en el cual confluyen diversos hechos que 7
producen cambios significativos. Es la conjunción de factores que propician una ruptura, una nueva realidad respecto a las décadas 
anteriores y que, a la larga, producen legados que permanecen en el tiempo. El elemento que desencadena esta situación proviene del 
entorno político y social que, generalmente, consiste en factores o eventos excepcionales, poco frecuente o desencadenantes de nue-
vas realidades.
 La tasa de homicidio fue creciendo gradualmente: en 1986, era de 48 por cada cien mil habitantes (15.743 homicidios); en 1990, la 8
tasa fue de 68 (24.308 homicidios); en 1991, de 79 (28.284 homicidios); en 1992, de 78 (22.225 homicidios); en 1993 de 76, (28.048 
homicidios) y, en 1994, la tasa fue de 71 (26.676 homicidios) (Observatorio del programa Presidencial en Derechos Humanos y DIH 
2009).
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pública. El propio Pablo Escobar había obte-
nido un escaño en el Congreso, elegido en 
1982 ; después, se revelaría la gran influen9 -
cia de los narcotraficantes en la financiación 
de la política y de las elecciones . 10
Con todo, el sistema de partidos si-
guió siendo bipartidista, pero con algunas 
modificaciones importantes. El fraccionalismo 
de los partidos se transformó pues en las 
grandes fracciones nacionales, encabezadas 
por los jefes naturales y reemplazadas por 
núcleos temporales que eran articulados por 
dirigentes nacionales y aglutinaban apoyos 
regionales, pero sin los fuertes lazos de leal-
tad ni la permanencia en el tiempo que tuvie-
ron las antiguas fracciones. Hubo una reno-
vación en la dirigencia y, desde comienzos de 
la década de 1990, figuraron en el Partido 
Liberal el gavirismo, liderado por César Gavi-
ria Trujillo; el samperismo, encabezado por 
Ernesto Samper Pizano (exconcejal de Bogotá, 
congresista y residente en el periodo 
1994-1998) y otros sectores minoritarios 
como el santofimismo, en cabeza de Alberto 
Santofimio Botero, cuyos vínculos con Pablo 
Escobar se revelaron años después, cuando 
fue condenado en 2016 por ser determinador 
del asesinato de Luis Carlos Galán. A nivel 
regional se multiplicaban las facciones, au-
mentaban los movimientos internos encabe-
zados por poderosos caciques regionales y los 
partidos seguían siendo débilmente institu-
cionalizados y atomizados. La economía del 
país tampoco iba bien: Colombia tenía un 
crecimiento modesto, entre 1988-1990 del 3.5 
% del PIB, con los índices de inflación más 
altos de su historia (del 28.1 %, 25.9 %, 29.1 
% y 30.4 % entre 1988 y 1991) y con altos 
índices de pobreza, del 57 % en 1989 (Orozco, 
2012). En esta situación dramática de conflic-
to, de múltiples violencias, de precariedad 
económica y de transformaciones del sistema 
de partidos, César Gaviria se convirtió en el 
candidato a la Presidencia por el Partido Libe-
ral de forma inesperada. 
Aunque procedía de la política tradi-
cional, de la competencia faccional clientelar, 
Gaviria había logrado proyectarse como un 
nuevo líder tecnócrata con su paso por la 
campaña presidencial de 1986, con la direc-
ción adjunta del partido y con su labor como 
ministro. En un acto de pragmatismo y con la 
intención de captar nuevos apoyos políticos, 
en 1989 el precandidato presidencial liberal 
Luis Carlos Galán, jefe de la fracción del anti-
guo Nuevo Liberalismo, y el favorito en todas 
las encuestas previas a la consulta interna de 
su partido, le ofreció que fuera su jefe de 
campaña. Gaviria aceptó y pasó a ser el se-
gundo líder de esta fracción liberal. 
Galán había regresado al Partido Li-
beral después de varios años de disidencia. A 
través de la mediación de su principal con-
tradictor político, el ex presidente Julio César 
Turbay Ayala (1978-1982), regresó al Libera-
lismo después de fracasar como candidato 
independiente en 1982  y de renunciar a una 11
segunda candidatura en 1986, dado el apoyo 
de todo el Liberalismo al candidato Virgilio 
Barco Vargas, elegido presidente. Una de las 
condiciones para su regreso consistió en que 
el partido adoptara el mecanismo interno de 
la consulta popular para escoger el candidato 
presidencial, a diferencia de todas las selec-
ciones anteriores en que se elegía el candida-
to mediante convenciones nacionales reduci-
das, limitadas y manejadas por alianzas de 
los precandidatos con los poderes regionales. 
Esta nueva regla interna le abría las puertas 
 Fue elegido por el movimiento Alternativa Liberal como suplente de Jairo Ortega, incluso asistió en la delegación colombiana a la 9
posesión de Felipe González en España en 1982. Ante el escándalo, perdió su investidura de congresista en 1983. Acerca de las for-
mas de participación de las mafias en política, véase Guerrero (1999).
 Los testimonios de algunos hombres con nexos con la mafia así lo ilustran, véase Giraldo (2005) y declaraciones de Alberto Santofi10 -
mio Botero (Semana, 1998).
 Participó en estas elecciones sin contar con una base organizacional fuerte ni con socios políticos regionales que apoyaran su can11 -
didatura; contaba con pocas opciones de triunfo. Su candidatura disidente debilitó la candidatura oficial liberal que, a la postre, perdió 
las elecciones con Alfonso López Michelsen, enfrentado a Belisario Betancur, candidato conservador apoyado por algunos liberales e 
independientes.
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a Luis Carlos Galán para la Presidencia, pues 
era el favorito en todas las encuestas. 
Posicionado en la nueva organización 
y a poco tiempo de realizarse la consulta in-
terna, paradójicamente la violencia favoreció 
la carrera política de Gaviria. Convertido en el 
principal soporte de la candidatura de Galán, 
cuando fue asesinado el 18 de agosto de 
1989, Gaviria se puso en primer plano como 
el posible sucesor. Dado el riesgo de que el 
movimiento se diluyera ante la falta de su lí-
der, la familia de Galán decidió pedirle a Cé-
sar Gaviria que lo reemplazara . Gaviria 12
supo armar en poco tiempo una red de apo-
yos y proyectar una imagen alternativa frente 
a los demás precandidatos, de tal forma que 
ganó con amplia ventaja la consulta 
interna . La casualidad, la coyuntura crítica 13
y la decisión de una familia definieron quién 
sería el próximo presidente del país, pues el 
Partido Liberal era ampliamente mayoritario y 
el conservatismo estaba dividido. 
Gran parte del trabajo había sido 
adelantado por Galán, quien había posiciona-
do su nombre y contaba con apoyos de políti-
cos regionales, incluso de muchos caciques 
políticos a los que, en sus comienzos, había 
criticado como clientelistas, pero que ahora 
buscaba para ganar la presidencia. Las derro-
tas lo habían convertido en un político más 
pragmático . Galán tenía la ventaja de no 14
tener un opositor fuerte: el Partido Conserva-
dor estaba dividido entre el Movimiento de 
Salvación Nacional, liderado por Álvaro Gó-
mez Hurtado, y el candidato oficial Rodrigo 
Lloreda Caicedo; había un cuarto candidato 
débil, el ex guerrillero del M-19 Antonio Nava-
rro Wolf , que no contaba con una organiza15 -
ción partidista fuerte ni una bancada de con-
gresistas que lo respaldara. En las elecciones 
se esperaba que los votos procedentes de los 
jefes políticos regionales del Liberalismo, más 
el apoyo del voto de opinión que se había mo-
vilizado por las banderas del Nuevo Libera-
lismo, fueran suficientes para la victoria. Así 
fue y Gaviria obtuvo una holgada victoria, con 
el 47.8 % de los votos, frente al 23.1 % de Ál-
varo Gómez Hurtado, quien obtuvo la segun-
da votación. Gaviria ganó con una alta venta-
ja, en unos comicios con muy baja votación, 
porque sólo el 43 % de los colombianos vota-
ron. El nuevo presidente fue elegido con la 
quinta parte del potencial de electores . 16
Gaviria ascendió a la Presidencia en 
un contexto de inconformidad y de temor ge-
neralizado a causa de la creciente violencia 
política, en que tres candidatos presidenciales 
fueron asesinados: Luis Carlos Galán, en 
agosto de 1989; Bernardo Jaramillo Ossa, de 
la Unión Patriótica, en marzo de 1990; Carlos 
Pizarro, de la Alianza Democrática M-19, al 
mes siguiente. Esto se suma a la persecución 
y asesinato de los integrantes, militantes y 
dirigentes de la Unión Patriótica, de la cual 
fueron asesinados ocho congresistas, 13 
diputados, 70 concejales, 11 alcaldes y más 
de 3500 de sus militantes. Este fue un caso 
de uso planeado y sistemático de la violencia 
contra un partido de izquierda, en el que par-
ticiparon sectores del narcotráfico y paramili-
tares en alianza con miembros de las Fuerzas 
Armadas (Verdadabierta, 2016). 
3. Un líder pragmático 
Durante la campaña electoral y la presiden-
cia, el estilo de liderazgo de César Gaviria 
 En un acto muy emotivo en el cementerio, el hijo de Galán, Juan Manuel Galán, le expresó que en sus manos quedaba recoger las 12
banderas de la candidatura de su padre.
 En la consulta interna participaron 5.395.667 de electores. César Gaviria obtuvo la candidatura con el 51.8 %, seguido de Hernando 13
Durán Dussán, con el 22.3 %, de Ernesto Samper, con el 19 %, y de Alberto Santofimio, con el 4.3 % (Registraduría Nacional del Esta-
do Civil, 1990).
 Véase una crónica de la época en Semana (1989).14
 Sucesor también inesperado de la candidatura, tras el asesinato del ex guerrillero Carlos Pizarro Leongómez, el 26 de abril de 1990.15
 El potencial electoral era de 13.903.324 y la votación total fue de 6.047.567. César Gaviria obtuvo 2.891.808 que correspondían al 16
47.8 % de los votos y al 20.7 %. En general, la abstención en el país había sido muy alta, en las elecciones posteriores al Frente Na-
cional, fue del 41.9 %; en 1978, del 55 %; en 1982 del 50 % y, en 1986, del 53.7 % (Registraduría Nacional del Estado Civil 1990).
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Trujillo se caracterizó por cuatro atributos: el 
pragmatismo, la astucia, la capacidad para 
congregar apoyos políticos para sus cam-
pañas y para su gobierno y el clientelismo 
como modo de obrar político. 
Las palabras más frecuentes de los 
diversos perfiles de César Gaviria que usan 
sus defensores y críticos son pragmático y 
estratégico. Para sus defensores, se trata de 
una virtud que le permitió su ascenso políti-
co, enfrentar situaciones críticas, obtener el 
apoyo de muchos caciques electorales y, en la 
primera etapa, ascender dentro de su facción, 
proyectarse a nivel nacional, acceder a los 
más altos cargos del Gobierno y enfrentar de 
forma exitosa algunos de los principales re-
tos . Para sus críticos, esta cualidad fue la 17
expresión de una generación de políticos 
clientelistas sin proyectos; esta característica, 
que resultó contraproducente para él mismo y 
le impidió ser un político con mayores logros y 
alcances, lo habría constituido en una com-
binación de clientelista y político promotor de 
ideas exitoso que se rodeó de tecnócratas . 18
Su condición de pragmático se puso 
en juego en cuatro actuaciones cruciales du-
rante su gobierno. En 1989, ante la ola de 
violencia que afectaba al país, estudiantes de 
universidades privadas de Bogotá, junto a 
algunos académicos e intelectuales, retoma-
ron iniciativas de organizaciones sociales e 
impulsaron la propuesta de convocar a una 
Asamblea Nacional Constituyente (ANC) que 
permitiera una transformación institucional 
del país. Esta iniciativa tomó fuerza y, en las 
elecciones de 1990, se depositaron de manera 
informal más de dos millones de votos a su 
favor. Después de que la Corte Suprema de 
Justicia avalara la iniciativa, Gaviria la res-
paldó y emplazó a todos los partidos para 
concertar los términos de funcionamiento y 
convocó a la elección popular de los constitu-
yentes. De manera pragmática, en lugar de 
oponerse a la iniciativa, se sumó al consenso 
que se formó en torno a ella. Como producto 
de la Asamblea Nacional Constituyente, se 
produjo en el país un nuevo entramado insti-
tucional; con la consagración de derechos so-
ciales y económicos, más los derechos políti-
cos, incentivos y condiciones para una mayor 
inclusión política, se creó la Corte Constitu-
cional y la Fiscalía y se sentaron las bases 
formales de un Estado social de derecho. Los 
desarrollos postconstitucionales tendrían 
rumbos diversos, algunos de ellos contradic-
torios y otros que se orientaron hacia una 
contrarreforma .  19
El segundo caso está relacionado con 
el funcionamiento de la ANC y con sus deci-
siones. Gaviria siempre enfatizó que una cosa 
era lo deseable institucionalmente y otra lo 
realizable y lo posible, dadas las fuerzas polí-
ticas en pugna y disputa durante las votacio-
nes. Resaltó la necesidad de pensar en nor-
mas acordes con la realidad del país e inten-
tó, sin éxito, controlar la agenda y restarle 
alcances a la reforma, que después recibió 
carta blanca de la Corte Suprema de Justicia 
y que estableció que esta no tenía límites para 
adelantar cambios en la institucionalidad del 
país (Vargas, 1993). En el desarrollo de las 
actividades de la ANC imperó una dinámica 
de conciliación y de acuerdos no maximalis-
tas. La presencia de otras fuerzas políticas 
diferentes al bipartidismo hizo posible esta-
blecer normas que disminuyeron el poder del 
presidente y los congresistas y que propicia-
ron un mayor pluralismo e inclusión política: 
se consagraron derechos sociales sin antece-
dentes en el país, se modificó el sistema elec-
toral, se crearon nuevas esferas dentro del 
Estado (como la Fiscalía, la Defensoría del 
 En ello coinciden algunos de quienes fueron su círculo cercano en el gobierno: Mauricio Vargas, en 1993, y Ricardo Santamaría, en 17
1998. El primero fue su asesor de campaña y ministro de Comunicaciones, el segundo fue consejero presidencial para seguridad.
 Por ejemplo, Iván Marulanda Duque, congresista e integrante del Nuevo Liberalismo desde su comienzo, y Plinio Apuleyo Mendoza, 18
quien señalaba que “la generación que representa el presidente Gaviria creció a la sombra del Frente Nacional y de sus caciques pro-
vincianos. No tenía más proyecto que el ascenso personal puesto que los partidos ya no luchaban por el poder sino por el reparto del 
botín burocrático” (El Tiempo, 28 de agosto de 1992, p.5A).
 Al respecto puede verse Botero-Bernal (2017), García (2006) y Uprimny (2012).19
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Pueblo y la Corte Constitucional) y se limitó 
formalmente el entramado de reglas que favo-
recían el clientelismo. 
El tercer caso consiste en las nego-
ciaciones con las mafias del narcotráfico. El 
país estaba asediado por el narcoterrorismo 
del cartel de Medellín, con un alto saldo de 
violencia que, en los años precedentes, había 
conducido a la muerte de un ministro de Jus-
ticia (Rodrigo Lara Bonilla en 1984), un Pro-
curador General de la Nación (Carlos Mauro 
Hoyos en 1988), el gobernador de Antioquia 
(Antonio Roldán Betancur en 1989), tres can-
didatos presidenciales, cientos de jueces, po-
licías y civiles en decenas de atentados terro-
ristas y secuestros selectivos de personalida-
des políticas del país . En medio de estas 20
circunstancias, el Ejecutivo puso en marcha 
la política de sometimiento a la justicia ante 
el asedio del terrorismo y defendió una políti-
ca de rendición de los narcotraficantes con 
amplias ventajas para estos, lo que condujo a 
la entrega de los integrantes del clan de los 
Ochoa y del capo Pablo Escobar y sus lugar-
tenientes (este último, en junio de 1991).  21
Esta política permitió una reducción 
sustancial del terrorismo, aunque el costo fue 
la impunidad y el escándalo que se produjo 
con la fuga del capo . Cuando Escobar se 22
fugó, el presidente modificó su política y creó 
el “bloque de búsqueda”, un cuerpo élite para 
su persecución con apoyo de Estados Unidos 
(especialmente hombres de la DEA y tecnolo-
gía avanzada) al cual se sumó, con informa-
ción y apoyo logístico, la organización crimi-
nal “Los Pepes” (“Perseguidos por Pablo Esco-
bar”), conformada por narcotraficantes y pa-
ramilitares. Posteriormente, documentos des-
clasificados de Estados Unidos confirmarían 
estas alianzas, que una publicación nacional 
denominó “pacto con el diablo” . 23
Intentando sortear la álgida violencia 
terrorista, primero, y en procura del éxito de 
la persecución del capo, después, había crea-
do condiciones para una entrega impune de 
mafiosos y había establecido una alianza con 
los propios delincuentes para capturar a uno 
de ellos. Un pragmatismo político extremo . 24
Con la entrega y las muertes de los jefes de 
los carteles (en 1989 habían matado a Gonza-
lo Rodríguez Gacha, otro de los grandes ca-
pos) se desarticuló el cartel de Medellín, 
mientras el de Cali continuaba operando y 
surgían múltiples pequeñas agrupaciones 
criminales que empezaron a ser denominadas 
“Baby carteles”. Se estaba dando una transi-
ción en las estructuras de narcotraficantes y 
el narcoterrorismo desapareció con Escobar. 
 Por ejemplo, poco después de la posesión presidencial, fue secuestrada el 30 de agosto de 1990 Diana Turbay, periodista e hija del 20
ex presidente Julio César Turbay Ayala; a los pocos días el jefe de redacción del diario El Tiempo, Francisco Santos y otros periodistas
 Se establecía que la sola entrega de los narcotraficantes y la confesión de un solo delito garantizaba la no extradición y daba rebajas 21
de penas adicionales (Decreto 2047, 1990). Posteriormente, el Decreto 303 de 1991 estableció que no habría extradición por ningún 
delito. Quienes se entregaron recibieron penas de prisión de 36 meses en promedio, una alta impunidad para delincuentes culpables 
de decenas de muertes y de múltiples delitos (De Sousa y Villegas, 2001).
 César Gaviria defendió posteriormente su política en los siguientes términos: “consistía en que, si algún terrorista o traficante se en22 -
tregaba, confesaba y se sometía a la justicia, tenía derecho a no ser extraditado y se le reducía la pena. El que no se entregara y fuera 
capturado podía ser extraditado y no se le reducirían las penas. No redujeron las penas, ni se aumentaron las rebajas a los reos, ni se 
eliminó la extradición. Era una política de garrote y zanahoria. Esa política fue expedida por mi gobierno y respondo por ella. Su propó-
sito era evitar la impunidad y ofrecer una salida a la narco-guerra y, sobre todo, tener opciones distintas a las existentes que no eran 
sino dos: tierra arrasada o indulto a los traficantes” (Semana, 3 de marzo de 1997).
 Ver Semana (18 de febrero de 2008). El artículo revela que, en un documento desclasificado de Estados Unidos, además de los 23
agentes de la DEA y de la CIA, el bloque de búsqueda compartía sus actividades de inteligencia con Fidel Castaño, jefe paramilitar de 
los “Pepes”. El ex presidente Álvaro Uribe Vélez revivió este evento y acusó a Gaviria de haberse aliado con este grupo (Semana, 2 de 
septiembre de 2008). Otro jefe paramilitar, Carlos Castaño, también declaró que habían colaborado con información al bloque de bús-
queda en la persecución a Escobar (Semana, 27 de junio de 1994).
 El fiscal De Greiff hizo la negociación que permitió que doce narcotraficantes aliados de Pablo Escobar se entregaran y se le perdo24 -
naran sus penas a cambio de información sobre la organización criminal dirigida por este. Ver más en Semana (13 de octubre de 
2012).
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El cuarto caso fue el nombramiento 
del ex guerrillero y uno de los jefes políticos 
del M-19, Antonio Navarro Wolf en su gabinete, 
con lo cual daba participación política a una 
fuerza en ascenso, la Alianza Democrática 
M-19 . Con este nombramiento enviaba un 25
mensaje a los demás grupos guerrilleros, mos-
trándoles las ventajas que obtendrían si se 
acogían a la desmovilización y negociaban con 
el gobierno. Esto funcionó parcialmente y du-
rante su mandato se llegó a un acuerdo de paz 
con el EPL, El Movimiento Quintín Lame y la 
Corriente de Renovación Socialista, pequeños 
grupos insurgentes que se desmovilizaron, y 
sus integrantes recibieron gabelas y premios 
de parte del Estado. Esto, no obstante, hizo 
que un sector de la sociedad percibiera que la 
insurgencia sostenida por estos grupos busca-
ba más el abrazo del Estado que las pregona-
das reformas sociales, que no se realizaron. 
Además de sus actuaciones estratégi-
cas y prácticas en busca de resultados, algu-
nas de sus acciones se caracterizaron por cier-
ta audacia calculada, decisiones cruciales que 
definieron el rumbo de su carrera política. Ha-
bía bautizado a su gobierno como “el 
revolcón”, etiqueta que habría de llenar de 
contenido con algunas decisiones que estable-
cieran diferencia respecto a los gobiernos ante-
riores, tales como: el apoyo e impulso a la pro-
puesta de la Asamblea Nacional Constituyente, 
la conformación del gabinete y del cuerpo de 
asesores con personas jóvenes, una nueva ge-
neración de la alta burocracia (sin dejar de 
lado los acuerdos con los partidos y sus res-
pectivos jefes políticos), la polémica política de 
negociación con las mafias del narcotráfico, la 
apertura económica y el nombramiento del 
primer ministro de Defensa Civil en la historia 
del país. Como se verá, “el revolcón” tuvo como 
componente económico una política de corte 
neoliberal que, en la década anterior, había 
dado los primeros pasos en el país en el con-
texto del Consenso de Washington. 
El pragmatismo y ciertas audacias 
calculadas se complementaron con su toma 
de decisiones negociadas con las fuerzas polí-
tico-electorales. Tras ganar las elecciones 
anunció: “consultaré con todo el mundo” (El 
Tiempo, 29 de mayo de 1990), es decir, con 
todo aquel que contara con un electorado im-
portante, con capacidad de presión y de coa-
lición. Con su partido consultó la convocato-
ria y las decisiones respecto del contenido de 
la nueva Constitución, que consideró debían 
liderar para evitar que se saliera de sus ma-
nos . Con los partidos de mayor representa26 -
ción en el Congreso elegido en 1990, llegó a 
un acuerdo sobre el contenido de la convoca-
toria a la ANC. Con las bancadas más nume-
rosas de esta (el Partido Liberal, la Alianza 
Democrática M-19 y el Movimiento de Salva-
ción Nacional) negoció las decisiones más po-
lémicas y de mayor impacto, como la revoca-
toria del Congreso elegido en 1990. Cada uno 
de sus gabinetes fue integrado con base en la 
representación de las fracciones de los parti-
dos y de la importancia de los principales lí-
deres políticos del país .  27
Durante su gobierno ejerció el repar-
to de poder y la inclusión de diversas fuerzas 
políticas , lo cual obedeció a cuatro factores. 28
 Creada por la guerrilla desmovilizada y reinsertada en 1989 había participado en las elecciones de 1990 y en la Asamblea Nacional 25
Constituyente. Fue la primera fuerza política compartida con el Partido Liberal y, en 1991, tuvo un gran éxito electoral opacado en las 
elecciones de 1994 en las que perdió casi toda su representación en el Congreso.
 En sus memorias, el ex ministro de Comunicaciones recuerda que el interés de César Gaviria al convocar la Asamblea Nacional 26
Constituyente había sido el de amarrar el temario para que esta no se desbocara (Vargas, 1993).
 El primer gabinete incluyó dos ministros de las fracciones del Partido Conservador; uno de la Alianza Democrática M-19 y a las tres 27
fracciones liberales con escaños en el Congreso; en 1991 cambió siete ministros y hubo un reacomodo con representación de las 
mismas fuerzas, además de la Nueva Fuerza Democrática del hijo del ex presidente Andrés Pastrana; el tercer gabinete se conformó 
en julio de 1992 con la misma lógica de reparto y representación a todas las fracciones y partidos y estuvo mediado por un acuerdo 
político (Véase: El Tiempo, 7 de agosto de 1990; El Tiempo, 9 de noviembre de 1991).
 En las elecciones de 1990 el Partido Liberal había obtenido en el Senado 66 escaños de los 114 en disputa (el 57.95 %); en la Cá28 -
mara de representantes, 119 de los 199 escaños (59.8 %); en las elecciones de 1991, luego de la revocatoria del mandato que la 
Asamblea Nacional Constituyente determinó, obtuvo 58 de los 102 escaños en el Senado (el 56.8 %) y, en la Cámara, 86 de los 161 
escaños (53.4 %) (Registraduría Nacional del Estado Civil, 1990; 1991).
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Primero, no tenía un partido unificado que lo 
respaldara sino una federación de fracciones 
y de intereses liderados por algunos líderes 
nacionales; no había un partido de gobierno 
sino una agrupación de intereses de grupos 
clientelares a la búsqueda de los recursos de-
rivados de las posiciones del gobierno. Se-
gundo, no tenía fuertes poderes partidarios, 
pues no fungía como jefe de partido, ni nunca 
lo había sido, ni existía una única jefatura 
con quien pudiera entenderse y llegar a 
acuerdos; el Partido Liberal tenía una estruc-
tura débilmente institucionalizada y fuerte-
mente fragmentada. Tercero, como la absten-
ción había sido de las más altas en la historia 
del país, su base popular y su legitimidad 
eran muy precarias, la gran mayoría de los 
colombianos no habían votado por él, lo cual 
lo condicionaba a intentar ganar mayor res-
paldo agregando apoyos diversos por la vía de 
la representación en el gobierno. Cuarto, la 
Constituyente había producido una ruptura 
en el tradicional predominio bipartidista del 
país y le había abierto las puertas a otras 
fuerzas políticas que pedían ser incorporadas 
en las decisiones y representaban un gran 
reto para el presidente que debía buscar 
acuerdos en un país afectado por una severa 
crisis de legitimidad. 
Gaviria fue un presidente pragmático 
y calculador que se movió al ritmo de la polí-
tica tradicional de reparto de cuotas de poder 
y de clientelismo, que no estableció estrate-
gias de comunicación, ni un lenguaje, ni ac-
ciones que le permitieran el contacto directo 
con los electores y los ciudadanos en general. 
Asimismo, durante su presidencia y el ejerci-
cio posterior como jefe del Partido Liberal no 
rompió está norma de conducta y fue un pre-
sidente poco cercano a la gente. Prefería ac-
tuar a través de asesores e intermediarios o 
reunirse con otros jefes para llegar a acuerdos 
de “gobernabilidad”, esto es, de distribución 
de parcelas del Estado, para un manejo lo 
más pacífico posible, con el menor número de 
contratiempos y de oposición. 
4. Políticas y gobierno 
A los pocos días de posesionarse como presi-
dente, la principal revista del país señaló que, 
con Gaviria, llegaba al poder en el país la nue-
va derecha. Lo describió de la siguiente forma: 
Aunque no lo acepte, César Gaviria 
representa en Colombia la llegada al 
poder de la Nueva Derecha. Su arribo 
a la Casa de Nariño significa mucho 
más que un cambio generacional. En 
realidad, representa el viraje ideológi-
co más importante que se ha visto en 
Colombia en el último medio siglo. 
(Semana, 3 de septiembre de 1990). 
El giro, del que hablaban este y otros medios 
se concretó en reformas propias del credo ne-
oliberal. Gaviria impulsó políticas de deses-
tatalización, flexibilidad laboral, reducción del 
tamaño del Estado, privatizaciones, defensa 
del libre mercado e internacionalización de la 
economía. También estableció una cuestiona-
da política de negociación con las mafias del 
narcotráfico y sus políticas sociales fueron de 
alcance limitado. 
En la corta campaña presidencial, 
César Gaviria había anticipado varias ideas 
que fueron sus banderas y que daban cuenta 
del pragmatismo al que hemos hecho alusión, 
pero también de su visión de sociedad que 
combina su formación de economista y tecnó-
crata con la de un político integrante de un 
partido identificado como liberal. Fue un re-
formador institucional y un político neoliberal 
que estableció reformas orientadas a redi-
mensionar al Estado y a reinsertar a Colom-
bia en la economía internacional , a la vez, 29
un defensor de la salida negociada del conflic-
to político y de las libertades individuales y de 
la tolerancia política. 
Como reformador se sumó a la ola de 
exigencias de cambios institucionales propues-
tos en el país y respaldó la convocatoria de la 
ANC. Su gobierno fue muy activo en los deba-
tes. Cuando debió asumir una posición res-
 Las ideas centrales de la campaña se sintetizan en Semana (9 de abril de 1990).29
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pecto a la reelección presidencial estuvo a fa-
vor de su prohibición (como finalmente suce-
dió), aunque afectara sus futuras aspiraciones. 
Asimismo, respaldó los cambios orientados a 
una mayor inclusión política, al pluralismo, a 
la libertad religiosa y a la secularización.  30
Era liberal en cuanto a las liberta-
des, pero neoliberal respecto a la economía y 
los derechos. Entre diciembre de 1991 y junio 
de 1994, el Gobierno avanzó en dos ejes cen-
trales de políticas que un analista denominó 
como “la doble transición”: el cambio institu-
cional producido por la Constitución de 1991, 
sus respectivas reglamentaciones y desarro-
llos, y la vinculación decidida del país a la 
economía de mercado, con la apertura, las 
privatizaciones y la reducción del tamaño del 
Estado. En el Plan de Desarrollo “La Revolu-
ción Pacífica”, el Gobierno plantea que busca 
promover un ambiente institucional para que 
el sector privado sea el principal actor del 
proceso de cambio y el Estado tenga que con-
centrarse en sus obligaciones sociales bási-
cas, dejando de intervenir en funciones que 
no le corresponden. Se planteó así una clara 
orientación de defensa del mercado y de re-
ducción del Estado, premisa que corresponde 
al credo neoliberal de las últimas décadas en 
América Latina. 
El diagnóstico del gobierno indicaba 
que el país se enfrentaba a una posible invia-
bilidad económica en medio del avance de la 
globalización y la internacionalización de la 
economía que requería, según su perspectiva, 
ajustes que permitieran superar la política 
proteccionista y de cierre de la economía, las 
trabas al comercio, los altos aranceles y gra-
vámenes, así como un régimen laboral y un 
sistema tributario que impedían la llegada de 
capitales extranjeros. El diagnóstico incluía 
también la valoración negativa del Estado, 
como altamente costoso y sobredimensionado. 
Por tanto, durante su gobierno se impulsó una 
reforma de apertura económica que incluía 
liberalización comercial y eliminación de las 
restricciones a las importaciones, reducción de 
aranceles y de trámites al comercio interna-
cional y la firma de tratados internacionales . 31
Esta política incluyó también la flexibilización 
laboral en la contratación orientada a la re-
ducción de los costos de la mano de obra y se 
establecieron los fondos privados de pensiones 
paralelos al manejo de las pensiones por parte 
del Estado. Del mismo modo, facilita los des-
pidos colectivos, elimina la obligación de rein-
tegro a trabajadores con más de diez años de 
servicio, formaliza las agencias de empleo 
temporales, establece el salario integral, su-
prime la retroactividad de las cesantías para 
trabajadores vinculados después del 1 de 
enero de 1991 (Ley 50 de 1990). 
En el sector agrícola se inicia un 
proceso de desmonte de los precios de sus-
tentación a través del Instituto de Mercadeo 
Agropecuario (IDEMA) y de los créditos sub-
sidiados a través de la Caja Agraria. Se le so-
mete a la libre competencia del sector agrícola 
internacional, que en otros países cuenta con 
un alto desarrollo y es subsidiado, lo cual 
habrá de precipitar uno de los mayores desas-
tres para el sector, entre 1991 y 1993 (Garay, 
1994; López, 1994). Esta apertura no se com-
plementó con la modernización de la infraes-
tructura en puertos, aeropuertos, carreteras, 
ferrocarriles, energía o comunicaciones, sino 
que se abrieron los mercados a otros países 
mientras que Colombia se queda rezagada en 
una competitividad y modernización tal que 
contribuyera a que la producción nacional 
pudiera competir con la de otros países. 
Asimismo, en su presidencia se im-
pulsó la reducción del tamaño del Estado con 
el argumento de hacerlo más funcional y me-
nos costoso. Se privatizaron bancos, termo-
eléctricas, empresas industriales, los puertos 
del pacífico y otras empresas del Estado fue-
 No hay espacio para describir el contenido de la nueva Constitución Política y su orientación hacia el reconocimiento de derechos 30
sociales, la consagración formal del Estado social de derecho y las reglas que abrían la democracia colombiana limitada por la prolon-
gación de facto del régimen de coalición y con la reproducción del bipartidismo (Véase El País, 3 de julio de 2011; Vásquez, 2006).
 Este fue el primer tema de su discurso de posesión (El Espectador, 8 de agosto de 1990); posteriormente, se enfatizó en el Plan de 31
Desarrollo Económico y Social 1990-1994 y durante su discurso de posesión en la OEA en 1994 (Gaviria, 1994).
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ron convertidas en empresas industriales y 
comerciales, privatizando su gerencia . Lo 32
que para algunos era modernización y redise-
ño del Estado, para otros fue una política de 
desmantelamiento estatal con el argumento 
de la ineficiencia, del peso negativo del Estado 
en la economía y de un supuesto asfixiante 
intervencionismo . 33
También implementó un esquema de 
transferencias hacia las entidades territoria-
les municipales y departamentales, delegó en 
ellas funciones de provisión de bienes y servi-
cios y descargó al gobierno central de estas 
responsabilidades (Ley 60 de 1993). Fue una 
política de profundización de la descentraliza-
ción iniciada en 1986 (Acto legislativo 01 de 
1986), complementada con la elección popu-
lar de alcaldes desde 1988 y de gobernadores 
desde 1991. Igualmente, hizo una reforma 
tributaria de corte regresivo: elevó el Impues-
to al Valor Agregado (IVA) del 10 % al 12 % y, 
desde 1992, al 14 % , mientras que siguie34 -
ron sin pagar impuestos los grandes propieta-
rios de tierras. Tampoco se adelantaron me-
didas que permitieran redistribución por la 
vía de la tributación y no se gravaron los divi-
dendos ni los grandes patrimonios. Impulsó 
reformas que afectaron aún más la brecha 
entre ricos y pobres en el país (durante su 
gobierno, el Gini se mantuvo en 0.532 entre 
1990 y 1993; para 1994, descendió muy le-
vemente a 0.529) (CEPAL, 1997). 
Respecto al manejo del conflicto ar-
mado, impulsó negociaciones de paz con la 
Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar que, 
entonces, aglutinaba a todos los grupos gue-
rrilleros. Aunque había ordenado bombardear 
la sede de las FARC en 1990, con el propósito 
de desmantelar su secretariado y las jefaturas 
centrales , algunos meses después, en 1991, 35
su gobierno tuvo iniciativas de negociaciones 
en reuniones en Caracas, Venezuela y, poste-
riormente, en Tlaxcala, México, en 1992. Estas 
iniciativas fracasaron, el gobierno las suspen-
dió después del asesinato del ex ministro An-
gelino Durán Quintero el 21 de marzo de 1992 
y declaró una política de combate a la insur-
gencia. No obstante, algunos pequeños grupos 
guerrilleros se desmovilizaron y recibieron re-
cursos económicos, ventajas jurídicas, condi-
ciones especiales para participar en política, 
incluso escaños, con voz, pero sin voto, en la 
Asamblea Nacional Constituyente (el Ejército 
Popular de Liberación (EPL) el Movimiento In-
dígena Quintín Lame, el Partido Revoluciona-
rio del Trabajo (PRT) y el M-19). También nom-
bró al ex guerrillero Antonio Navarro Wolf 
como ministro de Salud y la Alianza Democrá-
tica M-19 hizo parte de su gobierno. 
Después de terminar su mandato, ha 
defendido la búsqueda de una solución políti-
ca del conflicto armado y las iniciativas de 
paz de los gobiernos de Andrés Pastrana 
(1998-2002) y, más recientemente, de Juan 
Manuel Santos (2010-2014 y 2014-2018). 
Asimismo, fue crítico del proceso de negocia-
ciones del gobierno de Álvaro Uribe Vélez con 
los grupos paramilitares. A su regreso de la 
OEA apoyó la candidatura de Horacio Serpa 
en 2006, se opuso a la reelección de Álvaro 
Uribe y criticó fuertemente la Ley de Justicia 
y Paz que impulsaba el gobierno con los gru-
 Se privatizaron 30 entidades bancarias, acciones que tenía el Gobierno en los bancos del Estado, Central Hipotecario, del Comercio, 32
Tequendama, Banco Cafetero, Banco de los Trabajadores, la Corporación de Ahorro y Vivienda, Corpavi, las acciones en el Banco de 
Comercio Exterior, Bancoldex. Mientras en 1990 concentraba el 50 % del total de activos de los bancos, en 1994 la participación ya 
había descendido al 19,5 % (El Tiempo, 21 de julio de 1994). Sancionó las leyes 142 y 143 de julio de 1994, que permitían a los inver-
sionistas privados operar servicios públicos que antes eran prestados por el Estado; entre ellos, el manejo de basuras, acueductos, 
alcantarillados y sector eléctrico. Se privatizaron decenas de empresas públicas y se relanzó la acumulación de capital en un sector 
altamente productivo (véase Dinero, 21 de agosto de 2013). También fueron privatizados los puertos que, desde 1959, administraban y 
operaban las terminales portuarias bajo monopolio estatal. La burocratización e ineficiencia se habían convertido en obstáculo para la 
apertura y el Gobierno tomó la decisión de entregar en concesión el sistema portuario a los particulares y mantener su papel de regu-
lador (Dinero, 20 de agosto de 2013). (Para un balance crítico al finalizar el gobierno, véase Child (1994)).
 Véase, por ejemplo, Múnera (2003), Restrepo (2003), Sarmiento (2008), Villamizar y Uribe (2009).33
 Sobre las reformas, véase Ley 49 de 1990; Restrepo (1995).34
 Mediante la denominada Operación Colombia fue bombardeada el 9 de diciembre de 1990 mientras se instalaba la Asamblea Na35 -
cional Constituyente en Bogotá.
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pos paramilitares y que condujo a que más de 
31.000 hombres de base, vinculados con ase-
sinatos y masacres, quedaran en libertad . 36
También criticó la penetración paramilitar en 
la política y su respaldo a la campaña presi-
dencial de Uribe.  En general, se opuso a la 37
forma en que Uribe impulsó e implementó su 
Política de Seguridad Democrática, basada en 
el fortalecimiento de la capacidad coactiva del 
Estado exclusivamente. 
Como ya se mencionó, también esta-
bleció una política orientada a que los capos 
del narcotráfico desistieran de sus acciones 
criminales y se entregaran a la justicia a cam-
bio de penas muy bajas. Esta política también 
fue criticada y calificada por algunos como 
una entrega del Estado a las mafias con una 
alta impunidad (De Sousa y García, 2001; Me-
dina, 2012). Este tema y otros fueron objeto de 
fuertes críticas; entre ellas, de su copartidario, 
Alfonso Gómez Méndez, militante en el Libera-
lismo durante más de cuatro décadas y con 
amplia trayectoria en cargos del Estado, quien 
hizo un balance negativo de su gestión: 
Es un caso curioso. Fue una persona 
cercana a Barco, pero su gobierno 
fue la negación del legado barquista 
en dos temas centrales. Uno, Barco 
le planteó al país una cosa sana, el 
esquema Gobierno-oposición. Por 
eso, también la política ha decaído, 
porque todos quieren ganar, nadie 
pierde. ¿Qué hizo Gaviria en eso? 
Volver prácticamente al Frente Na-
cional. Dos, el tema central de Barco 
fue la confrontación con el narcotrá-
fico. En el gobierno Gaviria, aunque 
yo entiendo que el país estaba deses-
perado por las bombas, se pasó de la 
confrontación a la negociación. A Ga-
lán, a Guillermo Cano, a todos ellos 
en buena parte los mataron porque 
defendían la extradición de naciona-
les. Barco la mantuvo a rajatabla. 
Gaviria la suspendió por decreto, y 
luego la Constituyente le quitó al 
país la extradición de encima. Si los 
narcos hubieran imaginado que en 
un gobierno de Galán iban a tener lo 
que tuvieron después (negociación, 
cárcel escogida por Pablo Escobar, 
guardianes, reducción de penas, ga-
rantía de no extradición), probable-
mente hoy tendríamos a Galán de 
expresidente. (El Tiempo, 18 de sep-
tiembre de 2017). 
Dos visiones enfrentadas sobre un mismo go-
bierno, elogiado por unos y criticado por 
otros. Las apreciaciones van desde quienes 
plantean que se trató de una “revolución in-
conclusa”, hasta quienes señalan que se dio 
el “desmantelamiento del Estado”, todo en 
medio de la impunidad y de alianzas estratég-
icas cuestionables. 
A manera de cierre: la vigencia política 
El mismo año en que terminó su gobierno, 
César Gaviria fue designado secretario general 
de la Organización de Estados Americanos 
(OEA). Permaneció en este cargo una década y 
regresó al país en el 2005. Como el Partido 
Liberal había sufrido derrotas en 1998 y en 
2002, se generaron muchas disidencias de 
congresistas hacia otros partidos, en apoyo de 
Álvaro Uribe Vélez, nuevo presidente de la 
República. Muchos sectores del partido con-
sideraban que, con Gaviria, podrían recuperar 
el espacio perdido y disputar de nuevo la pres-
idencia en el 2006; por ello, en junio de 2005, 
durante el Segundo Congreso Nacional Liberal, 
Gaviria fue proclamado director nacional, con 
la misión de promover la reunificación del par-
tido como una alternativa viable de poder 
frente a las elecciones presidenciales de 2006. 
En el Tercer Congreso Liberal en 2007 fue rati-
ficado como director del partido. 
 Véase una síntesis en El País (23 de septiembre de 2016).36
 En 2006 Gaviria se refería en estos términos a la penetración paramilitar en la política y la actuación del gobierno de Álvaro Uribe, 37
véase El Tiempo (18 de noviembre de 2006).
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El balance de su gestión en la dirección del 
partido estuvo lleno de contrastes. En 2006, 
nuevamente, el Liberalismo perdió las elec-
ciones con el candidato Horacio Serpa Uribe 
(por tercera vez consecutiva), siguió perdiendo 
escaños en el Congreso y espacios de poder 
local. Este partido pasó de ser el partido dom-
inante históricamente a ser una minoría: en 
elecciones presidenciales obtuvo, en 1998, el 
46.5 %; en 2002, el 31.8 % (en ambos años, en 
segundo lugar); en 2006, el 11.8 % (tercer lu-
gar) y, en el 2010, con Rafael Pardo, impuesto 
por Gaviria, el 4.3 % (sexto lugar). En las elec-
ciones para Congreso la caída también fue 
pronunciada: en 2010 obtuvo solo el 16 % de 
escaños en el Senado y 23 % en la Cámara. 
Bajo su dirección, el Partido Liberal 
se hundió en la peor de sus crisis, sin conse-
cuencias políticas para el ex presidente. Como 
se observa en la Figura 1, el Partido Liberal 
presenta un declive pronunciado en su rendi-
miento electoral y en su presencia en el Con-
greso. De hecho, cuando Gaviria lo dirigió, 
cayó a lugares secundarios en el Congreso, 
permitió que fueran candidatos personajes sin 
capacidad de movilización y cuestionados, 
como Horacio Serpa en 2006 (por tercera vez 
fracasado), y con poco perfil, sin liderazgo y 
sin proyección nacional, como fue Rafael Pardo 
Rueda  en 2010. Fue incapaz de mantener 38
cohesionado al partido, de evitar múltiples de-
serciones hacia otros partidos; no hubo, en 
fin, renovación en su dirigencia ni entre la cla-
se política regional. Como ocurrió con todos 
los partidos, también resultaron involucrados 
con grupos paramilitares muchos congresistas 
liberales, aunque esta fue una herencia que 
recibió cuando asumió la dirección liberal. 
Gaviria dirigió la oposición liberal a 
los dos gobiernos de Álvaro Uribe Vélez (2002-
2010): se opuso a su reelección en 2006 y al 
intento de convocar a un referendo para un 
tercer periodo en 2009. Tuvo ásperas confron-
taciones con Uribe y lo acusó de tener nexos 
con grupos paramilitares, de apoyarse en es-
tas organizaciones para hacer política y de 
haber adelantado un cuestionable proceso de 
negociaciones con ellos, lleno de impunidad. 
También lo acusó de nombrar a funcionarios 
cuestionados y de “repartir contratos públicos 
para ganar adhesiones en el Congreso” (El 
Universal, 7 de octubre de 2011). 
Mientras el partido era relegado al 
lugar de una minoría, César Gaviria impulsó 
la carrera política de su hijo Simón Gaviria, 
quien fue elegido a la Cámara de Represen-
tantes por Bogotá por el movimiento Por el 
País Que Soñamos, del ex liberal Enrique Pe-
ñalosa, y en 2010 fue reelegido, en este caso, 
por el Partido Liberal. Esta es una costumbre 
muy recurrida en Colombia, que los políticos 
exitosos impulsen la carrera de sus hijos en 
lo que se considera el delfinato. Un paso ade-
lante en la carrera de su hijo fue su designa-
ción como jefe del Partido Liberal en 2011, 
cargo que después dejaría para ser, en el 
2014, director del Departamento de Planea-
ción Nacional (hasta 2017), nombrado por el 
presidente Juan Manuel Santos, como una de 
las cuotas con que fue recompensado el libe-
ralismo por apoyar su reelección en el 2014, 
de la cual Gaviria fue el jefe de campaña. 
Gaviria ha sido protagonista central 
de un partido en crisis, ambiguo y confuso, 
que ha devenido en una amalgama de dirigen-
tes que poco compaginan y poca proyección 
nacional tienen. En el 2014 regresaron al Con-
greso políticos de larga militancia, como Hora-
cio Serpa Uribe (quien aún sobrelleva la carga 
del escándalo del Proceso 8.000 en el que ac-
túo como escudero del presidente Ernesto 
Samper), ya había retornado el ex congresista 
y ex ministro Rafael Pardo (después de trase-
gar por Cambio Radical, apoyar la elección del 
conservador Andrés Pastrana y respaldar la 
elección y primera reelección de Álvaro Uribe 
Vélez) y la ex fiscal y ex senadora Viviane Mo-
rales (quien combina su condición de integran-
te de una iglesia cristiana con un partido que 
se autodefine como de centro-izquierda y de-
 Había sido consejero de Seguridad Nacional en el gobierno de Gaviria y, en 1991, se convirtió en el primer civil que asumía como 38
ministro de Defensa y, como candidato, la dirección del partido entre 2009-2010.
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fiende nominalmente principios liberales y 
quien se retiró de nuevo en 2018 para ser can-
didata presidencial, pero terminó sumándose 
a la campaña de Iván Duque, del partido Cen-
tro democrático, dirigido por Álvaro Uribe a 
quien había criticado en múltiples ocasiones). 
Tras la finalización de las negociaciones de paz 
del gobierno de Juan Manuel Santos, también 
retornó al partido Humberto de la Calle Lom-
bana, promotor de la disidencia que respaldó 
la candidatura de Pastrana en 1998 y quien se 
había retirado del partido después de renun-
ciar a la vicepresidencia en el gobierno de Er-
nesto Samper. En esta ocasión regresó y, tras 
una consulta interna con el apoyo de Gaviria, 
logró ganar la candidatura oficial en las elec-
ciones presidenciales de 2018. Otra candida-
tura apadrinada por el ex presidente. 
En la última década, han sido pocos 
los nuevos liderazgos en el Partido Liberal. Un 
partido en crisis en donde conviven políticos 
veteranos con algunos pocos políticos regiona-
les emergentes, amalgamados con otros que 
habían desertado y han retornado. Mantiene 
su condición de partido dividido internamente, 
sin un perfil programático claro, sigue afecta-
do por los escándalos del Proceso 8.000, en la 
década de 1990; por los nexos de políticos con 
grupos paramilitares, en la década siguiente y 
por reiterados casos de corrupción. Ante la 
ausencia de personajes con proyección nacio-
nal, en el VII Congreso Nacional del Liberalis-
mo, que finalizó el 28 de septiembre de 2017, 
nuevamente fue ovacionado César Gaviria 
como jefe único. Para las elecciones de 2018, 
su partido obtuvo la representación más baja 
de su historia, con 14 senadores (el 13.7 %, 
sin contar las dos curules otorgadas a las 
FARC por el proceso de paz) y 35 representan-
tes en la Cámara (21.5 %, sin contar las cinco 
curules otorgadas a las FARC). 
Este político liberal llegó a la presi-
dencia de Colombia a los 42 años. Hoy, des-
pués de más de cuatro décadas de militancia 
en su partido, a sus 71 años, de nuevo asume 
la conducción de la organización, más peque-
ña, con menos electorado y en un escenario 
altamente competitivo, del cual fue desplaza-
do de su lugar de preminencia que mantuvo 
hasta comienzos del nuevo milenio. Ha perdi-
do parte de su influencia en el partido y fue 
cuestionado por el candidato que disputó la 
candidatura con Humberto de la Calle (el ex 
senador y ex ministro Cristo). Fue acusado de 
discriminación por la ex senadora y ex fiscal 
Viviane Morales y muchos congresistas y diri-
gentes regionales rechazan su presencia en la 
dirección. Parece el ocaso de un liderazgo ve-
nido desde abajo, desde provincia, y en el de-
clinar de un partido que fue, hasta hace dos 
décadas, el más poderosos del país.  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Figura 1. Partido Liberal: evolución de la representación en el Congreso 1986-2010. 
Fuente: elaboración del autor con base en estadísticas electorales de la Registraduría Nacional 
del Estado Civil, años respectivos. 
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